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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 4 de octubre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Hitters, Kogan, Roncoroni, Genoud, Pettigiani, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 89.346, "Milani, Juan Rubén contra Celulosa Argentina S.A. Ley 24.028".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo de Zárate por mayoría acogió parcialmente la demanda promovida, con costas a la accionada.


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


1. El tribunal de origen resolvió, dejando de lado el criterio otrora expresado en causas similares y por razones de economía y celeridad procesales, hacer lugar a la "excepción de pago y compensación" y descontar en consecuencia de la suma de condena el importe de $ 14.471 percibido en sede administrativa.


El actor se agravia por cuanto ‑según su parecer‑ el nuevo orden público laboral instituido a partir de la sanción de la ley 24.028 significó el derrumbe de las creaciones jurisprudenciales, entre ellas la del precedente invocado por el a quo para resolver aquella deducción.


2. El recurso debe prosperar.


Llega firme a esta instancia la conclusión del a quo en orden a que el contrato de trabajo que unió a las partes se extinguió en los términos del art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo, por lo que el actor percibió ‑en sede administrativa‑ la suma de $ 9300 en concepto de indemnización y $ 3800 por motivo de la afección laborativa e incapacidad resultante.


Llega firme también que en esa oportunidad el recurrente cobró además la suma de $ 14.471 en concepto de "gratificación extraordinaria".


Aunque a los fines de examinar los efectos del pago es necesario atender, en principio, la imputación expresamente convenida por las partes (confr. arts. 773 y ss.; 1198 del Código Civil y 63 de la L.C.T.) no puede soslayarse que en el campo del derecho del trabajo la autonomía de la voluntad se encuentra seriamente circunscripta por el orden público laboral, proyectándose sobre aquellas acciones que, por sus características, no toleran otras vías de solución que las impuestas por los dispositivos específicos.


Visto el acuerdo realizado en la Delegación Regional de Zárate de la Subsecretaría de Trabajo nº 2294‑8955/1996 (según copia acompañada a fs. 44 del primer cuerpo), homologado por la autoridad administrativa según constancias de fs. 46 (1er. cuerpo) (a pesar del incumplimiento del art. 15 de la ley 24.028 que impone la asistencia letrada o sindical del trabajador para el acto), se advierte que la "empresa", sin reconocer hechos ni derecho alguno y al solo efecto conciliatorio (a pesar de manifestar que despedía al actor en los términos del art. 247 de la L.C.T.), imputó la suma reclamada a todo rubro o concepto de naturaleza salarial y/o indemnizatoria y/o previsional, incluyendo preaviso, indemnización por antigüedad, sueldo anual complementario, haberes pendientes, diferencias salariales, vacaciones, como así también cualquier tipo de bonificación y/o reintegro y las indemnizaciones derivadas de los arts. 245, 212 de la Ley de Contrato de Trabajo y la pertinente de la Ley de Accidentes del Trabajo.


Sin embargo, no existía a la fecha de celebración del acuerdo, ni a la de su homologación, determinación administrativa de la incapacidad del actor, encontrándose incumplido el recaudo que el art. 13.4 de la ley 24.028 impone como condición necesaria para la homologación de un convenio que se refiera a derechos reconocidos por esa ley.


Si bien considero que los elementos hasta ahora expuestos bastan para decidir la procedencia del recurso, resulta menester poner de relieve que tampoco sería posible definir en qué medida la suma percibida por el actor es imputable al crédito por indemnización que reclama. Si fuese la totalidad ‑como lo decidió el a quo‑ no restaría importe imputable para la cancelación de otros rubros debidos cualquiera fuera la causa de la extinción del contrato (y por ende no renunciables) como son, por ejemplo, el sueldo anual complementario y las vacaciones proporcionales.


Por último cabe recordar, como reiteradamente lo ha dicho esta Corte, que la gratificación es una forma de remuneración de los servicios prestados, que como tal es onerosa y representa un concepto amplio y genérico de pago al dependiente (conf. L. 55.736, sent. del 12‑III‑1996; L. 58.990, sent. del 27‑XII‑1996; L. 75.144, sent. del 26‑II‑2003, entre otras) por lo que resulta contraria a la naturaleza jurídica de la gratificación la pretensión de la demandada de imputar ese importe a título de pago a cuenta del rubro indemnizatorio reclamado en demanda para cuya percepción la ley impone recaudos específicos, no cumplidos en la especie.


3. Es por todo lo expuesto que corresponde hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto y revocar la sentencia impugnada en cuanto dispuso deducir del monto de condena la suma de $ 14.471.


Costas a la demandada vencida.


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. Discrepo con el voto emitido en primer término. En mi criterio la decisión del a quo se debe confirmar.


El tema a dilucidar radica en establecer si resulta procedente compensar la gratificación recibida por el trabajador al extinguir la relación laboral o sea vinculada al cese con la reparación por el daño sufrido en su salud. Adelanto que he de reiterar en el sub judice mi posición favorable al respecto.


Como sostuve en las causas L. 75.144, "Mottet", sent. del 26‑II‑2003 y L. 78.064, "Meneses", sent. del 22‑XII‑2004, considero que por razones de celeridad y economía procesal debe brindarse acatamiento a la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación considerando que el Superior Tribunal se ha pronunciado por la validez del pago al trabajador de una gratificación vinculada al cese, compensable con cualquier reclamo indemnizatorio originada en la extinta relación laboral, incluido los basados en la Ley de Accidentes del Trabajo (conf. Gattari, Alfredo contra Construcciones Metálicas Argentinas S.A.I.C., sent. del 23‑VIII‑1988, Derecho del Trabajo, XLIX‑A, pág. 583; causas L. 39.422, sent. del 19‑III‑1991; L. 40.230, sent. del 10‑XII‑1991 y muchos otros).


Ello así, porque, como reiteradamente lo he expresado, la Corte es el último y más genuino intérprete de la Carta fundamental y, por ende, la exégesis que hace de ella, es como si fuera la Constitución misma, expandiéndose en forma vinculante para los demás judicantes, en los tópicos federales (Bidart Campos, Germán, "El control de constitucionalidad de oficio en sede provincial", Revista El Derecho, t. 100, pág. 633).


Esto sin perjuicio de añadir que en las cuestiones no federales sus pronunciamientos tienen efecto de vinculación moral para los demás magistrados, sobre la base de los principios antes señalados, sin perjuicio de que los inferiores pueden apartarse, si así lo consideran conveniente, en atención a las circunstancias particulares de la causa.


II. Por lo expuesto, el recurso debe ser rechazado, con costas. (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


Por idénticos fundamentos adhiero al voto del doctor Hitters y doy el mío por la negativa.


He sostenido en la causa L. 75.144, "Mottet", sent. del 26‑II‑2003, "obsérvese que un pago anticipado y a cuenta de eventuales indemnizaciones no tiene nada de objetable desde el punto de los derechos irrenunciables del trabajador. Al contrario, es conveniente que, aún sin que el tema tenga una decisión definitiva en la justicia, el trabajador reciba un adelanto que le permitirá, las más de las veces, afrontar gastos en el momento en que más lo necesita. En estas condiciones, acordar que el pago se tomará a cuenta para eventuales indemnizaciones, es de estricta justicia y en nada disminuye los derechos del trabajador".


"... recibir un pago a cuenta, sin renunciar a indemnizaciones superiores, no afecta derecho alguno y no hay razón para anularlo. Si fuera cierto que la convención es nula en este aspecto, debería el trabajador devolver lo recibido (art. 792 del C.C.). Con lo cual la anulación de la cláusula en realidad terminaría perjudicando al trabajador".


"No hay nulidad entonces, y menos hay motivo para suponer una liberalidad, contra las claras declaraciones hechas al realizar y recibir el pago (art. 1198, primera parte, del C.C.; 63 de la ley 20.744)".


Así lo voto.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


Por los mismos argumentos expuestos por el doctor Hitters, a cuyo voto adhiero, doy el mío por la negativa, reiterando la solución que adopté en similar anterior (L. 78.064, sent. del 22‑XII‑2004).


Ello en un todo conforme a las pautas que resultan de aplicación en virtud de lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa "Gatarri, Alfredo c/ Cometarsa Construcciones Metálicas Argentinas, S.A.I.C." (sent. de 23‑VIII‑1988, Revista Derecho del Trabajo, XLIX‑A, pág. 585 y ss.) y considerando que el acuerdo de que da cuenta la copia agregada a fs. 44/46 se enmarca dentro de las previsiones y alcances delimitados por la Corte nacional.


Juzgando, a la par, que el principio de irrenunciabilidad establecido en el art. 12 de la ley 20.744 no se encuentra afectado en modo alguno, pues de las cláusulas del acuerdo no se desprende la renuncia del actor, ni mucho menos supresión o reducción, de ningún beneficio establecido en las leyes laborales.


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo: 


Adhiero al voto del doctor Hitters.


En efecto, luego de un nuevo análisis del tópico en tratamiento, por razones de celeridad y economía procesal, atento lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto decidió la validez del pago al trabajador de una gratificación vinculada al cese, compensable con cualquier reclamo indemnizatorio originado en la extinta relación laboral, incluido los basados en la ley de accidentes de trabajo (in re "Gattari, Alfredo vs. Construcciones Metálicas Argentinas S.A.I.C.", sent. del 23‑VIII‑1988, publicada en Derecho del Trabajo, XLIX‑A pág. 583), entiendo que no le asiste razón al impugnante.


En consecuencia, voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Por los fundamentos expuestos al votar las causas L. 78.064, "Meneses" (sent. de 22‑XII‑2004) y L. 74.873, "Vázquez" (sent. de 16‑II‑2005), a los que remito en mérito a la brevedad, adhiero al voto de mi colega doctor Hitters en lo que resulta concordante.


En consecuencia, voto por la negativa. 


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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